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TESIS RELEVANTES DE LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  
DEL 21 DE SEPTIEMBRE AL 5 DE OCTUBRE DE 2018 

 
 
Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario Judicial 
de la Federación, en: http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsem/paginas/semanarioIndex.aspx 
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 
jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación, de las ejecutorias 
correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de 
la Federación. 
 
El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página de 
internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la información 
correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio jurisprudencial 
a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en controversia 
constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial de la Federación. 
 
 

SEPTIEMBRE 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017957  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 98/2018 (10a.)  
 
SUSPENSIÓN. POR REGLA GENERAL, ES IMPROCEDENTE OTORGARLA CONTRA LA FORMALIZACIÓN 
Y EJECUCIÓN DE UN CONTRATO DE CONCESIÓN PARA LA MEJORA Y MANTENIMIENTO EN LA 
PRESTACIÓN DE UN SERVICIO PÚBLICO. 
 
En términos generales, todo procedimiento de licitación tiene la finalidad de regular que la 
prestación de los servicios públicos por parte de la Federación, las entidades federativas, los 
Municipios y los órganos político-administrativos, se encuentre ajustada a derecho, 
administrándose los recursos públicos con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y 
honradez, para satisfacer adecuadamente su destino. Así, si se lleva a cabo una licitación para la 
mejora y mantenimiento en la prestación de un servicio público, resulta evidente que responde a 
disposiciones de orden público y al interés social, pues atiende a la demanda de un mejor servicio 
en beneficio de la colectividad. Con base en esta circunstancia, por regla general es improcedente 
otorgar la suspensión solicitada por el quejoso, contra la formalización y ejecución del contrato 
respectivo, al no colmarse los requisitos del artículo 128, fracción II, de la Ley de Amparo, pues de 
concederse la medida cautelar, se contravendrían disposiciones de orden público y se seguiría 
perjuicio al interés social, en tanto que la colectividad tiene interés en la defensa y mejoramiento 
en la prestación de los servicios públicos. 

http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsem/paginas/semanarioIndex.aspx
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SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 173/2018. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito. 15 de 
agosto de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco. 
 
Tesis contendientes: 
 
Tesis PC.III.A. J/49 A (10a.), de título y subtítulo: "LICITACIÓN PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO 
DE MANTENIMIENTO Y MEJORA DE ALUMBRADO PÚBLICO MUNICIPAL. NO PROCEDE OTORGAR 
LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL AL PARTICIPANTE NO FAVORECIDO EN EL PROCEDIMIENTO 
RELATIVO CUANDO SE SOLICITA PARA EL EFECTO DE QUE NO SE FORMALICE Y EJECUTE EL 
CONTRATO DE CONCESIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO).", aprobada por el Pleno en 
Materia Administrativa del Tercer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 13 de julio de 2018 a las 10:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 56, Tomo II, julio de 2018, página 1096, y 
 
Tesis VI.1o.A.336 A, de rubro: "SUSPENSIÓN DEFINITIVA RESPECTO DE LA LICITACIÓN PÚBLICA 
REGIDA POR LA LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO 
ESTATAL Y MUNICIPAL DEL ESTADO DE PUEBLA. PROCEDE CONCEDERLA PARA EL EFECTO DE QUE, 
SIN PARALIZAR EL PROCEDIMIENTO CORRESPONDIENTE, LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA SE 
ABSTENGA DE FORMALIZAR EL CONTRATO DE OBRA PÚBLICA CORRESPONDIENTE MIENTRAS SE 
DECIDE EL AMPARO.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Sexto Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXXIV, septiembre de 2011, página 2236. 
 
Tesis de jurisprudencia 98/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del veintinueve de agosto de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de 
septiembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017955  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a. LXXXIV/2018 (10a.)  
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SENTENCIAS DE AMPARO. EL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD ADMITE MODULACIONES CUANDO SE 
ACUDE AL JUICIO CON UN INTERÉS LEGÍTIMO DE NATURALEZA COLECTIVA. 
 
Conforme al artículo 107, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
es posible acceder al juicio de amparo para obtener la protección de los intereses legítimos y 
colectivos, que son aquellos que atañen a "un grupo, categoría o clase en conjunto". En cualquier 
caso, tanto el interés colectivo como el legítimo, comparten como nota distintiva su indivisibilidad, 
es decir, no pueden segmentarse. De ahí que, si en los intereses colectivos o legítimos la 
afectación trasciende a la esfera jurídica subjetiva o individual de quien promovió un juicio de 
amparo, sería inadmisible suponer que por esa cuestión se niegue la procedencia del medio de 
control constitucional, pretextándose la violación al principio de relatividad de las sentencias. En 
ese sentido, el artículo 107, fracción II, párrafo primero, de la Constitución Federal, debe 
interpretarse de la manera más favorable a la persona, por lo cual, lejos de invocarse una 
concepción restringida del principio referido, será menester maximizar tanto el derecho humano 
de acceso a la tutela jurisdiccional efectiva, como el principio de supremacía constitucional.  
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 241/2018. Consejo Consultivo para las Personas con Discapacidad, A.C. 27 de 
junio de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Disidente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017933  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: 2a./J. 90/2018 (10a.)  
 
PRUEBA DE INSPECCIÓN. NO SE ACTUALIZA UNA VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO 
LABORAL CUANDO LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE VARÍA EL LUGAR PARA 
DESAHOGARLA Y SEÑALA EL DE SUS INSTALACIONES, CUANDO EL PATRÓN LA OFRECIÓ PARA 
EXAMINAR LOS DOCUMENTOS QUE TIENE OBLIGACIÓN DE CONSERVAR Y EXHIBIR EN EL JUICIO. 
 
Del artículo 827 de la Ley Federal del Trabajo, se advierte que para la admisión de la prueba de 
inspección su oferente debe precisar, entre otros elementos, el lugar para su práctica; asimismo, 
de acuerdo con los diversos numerales 828 y 829 del ordenamiento legal citado, corresponde a la 
autoridad laboral fijar los términos conforme a los cuales debe desahogarse. En relación con el 
requisito mencionado, acorde con la jurisprudencia 2a./J. 39/2001 de la Segunda Sala de la 



 

4 
 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, no existe impedimento para desahogarla en un domicilio 
diferente a aquel en el que se encuentran los documentos materia de la prueba, pudiendo 
válidamente hacerlo en el local de la Junta de Conciliación y Arbitraje. En ese sentido, no se 
actualiza una violación a las leyes del procedimiento laboral, si al proveer sobre el desahogo de la 
prueba de inspección la Junta decide, de manera justificada, variar el lugar para llevarlo a cabo 
señalando el de sus instalaciones, cuando ésta haya sido ofrecida por el patrón respecto de los 
documentos que en términos del artículo 804 de la ley laboral está obligado a conservar y exhibir 
en juicio, siempre que tales documentos sean susceptibles de sustraerse de su domicilio, debido a 
que dicha determinación cumple con el objeto de la prueba, pues permite a la Junta llegar al 
conocimiento de los hechos, así como dar celeridad al trámite de los juicios laborales, al garantizar 
la economía, concentración y sencillez del proceso. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 72/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto y 
Primero, ambos del Décimo Quinto Circuito y Tercero en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito. 4 
de julio de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Gabriela 
Zambrano Morales. 
 
Tesis y criterios contendientes: 
 
Tesis IV.3o.T. J/79, de rubro: "PRUEBA DE INSPECCIÓN EN MATERIA LABORAL. EL SEÑALAMIENTO 
DEL LUGAR EN DONDE DEBE DESAHOGARSE ES UN DERECHO POTESTATIVO DEL OFERENTE, POR 
LO QUE SI SE LLEVA A CABO EN UN SITIO DISTINTO AL INDICADO, ELLO ACTUALIZA UNA 
VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO QUE AMERITA SU REPOSICIÓN.", aprobada por el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, julio de 2009, página 1770, y 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo 
directo 379/2017, y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto 
Circuito, al resolver el amparo directo 322/2017. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 39/2001 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, septiembre de 2001, página 495, con el 
rubro: "PRUEBA DE INSPECCIÓN EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. SI SE OFRECE PARA EXAMINAR 
LOS DOCUMENTOS QUE EL PATRÓN TIENE OBLIGACIÓN DE CONSERVAR Y EXHIBIR EN JUICIO, 
PUEDE SEÑALARSE VÁLIDAMENTE PARA SU DESAHOGO EL LOCAL DE LA JUNTA DE CONCILIACIÓN 
Y ARBITRAJE." 
 
Tesis de jurisprudencia 90/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del quince de agosto de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de 
septiembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017905  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. LXXXVII/2018 (10a.)  
 
INDEMNIZACIÓN EN CASO DE EXPROPIACIÓN. CONSTITUYE UNA MEDIDA A TRAVÉS DE LA CUAL EL 
ESTADO RESARCE LA AFECTACIÓN AL DERECHO HUMANO A LA PROPIEDAD PRIVADA. 
 
La propiedad privada, como modelo de la propiedad originaria de la Nación, es un derecho 
humano que el Estado puede afectar exclusivamente a través de las formas que el orden jurídico 
previene, entre otras, la expropiación. Para evitar afectaciones injustificadas a ese derecho, el 
pago de la indemnización en caso de expropiación, en términos de los artículos 27 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 21 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, se erige como una medida para resarcir su afectación y garantizar el debido y 
adecuado respeto al mencionado derecho humano. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1174/2017. Enriqueta García del Fierro. 9 de mayo de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017890  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. LXXXVIII/2018 (10a.)  
 
DERECHOS HUMANOS Y GARANTÍAS. SUS DIFERENCIAS. 
 
Conforme al artículo 1o., primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en ella y en los 
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tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para 
su protección. A diferencia de los derechos humanos, en sí mismos considerados, las garantías se 
erigen como instrumentos o herramientas para su protección y tutela, reforzando su vigencia y 
salvaguardando su eficacia dentro del sistema normativo. En síntesis, las garantías operan como 
medidas jurídicas que tienen como finalidad lograr la consecución, vigencia y efectividad de los 
derechos humanos al tiempo que aseguran la conservación de su carácter ontológico como límites 
jurídicos infranqueables para la potestad de la autoridad como lo ordena el primer párrafo del 
artículo 1o. constitucional. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1174/2017. Enriqueta García Fierro. 9 de mayo de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017876  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil, Administrativa)  
Tesis: 2a. LXXIX/2018 (10a.)  
 
COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. EL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS GENERADOS 
COMO CONSECUENCIA DE LA ACTIVIDAD RELACIONADA CON EL SERVICIO PÚBLICO QUE PRESTA 
ES RECLAMABLE EN LA VÍA CIVIL. 
 
Con motivo de su transformación en empresa productiva del Estado, la Comisión Federal de 
Electricidad se rige, en lo no previsto por su Ley y por el Reglamento de ésta, por el derecho civil y 
mercantil. Entonces, si su Ley y la Ley de la Industria Eléctrica no establecen la vía para exigir el 
pago indemnizatorio ocasionado con motivo de la prestación de un servicio público, los actos que 
realiza relacionados con éste deben ser entendidos como de naturaleza mercantil y no 
administrativa, por ser dicho régimen el más acorde con la flexibilidad operativa, los principios y 
los objetivos empresariales y comerciales que se previeron para su funcionamiento, con motivo de 
la reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de energía, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 20 de diciembre de 2013. Por tal razón, la vía 
procedente para reclamar el pago de la indemnización por los daños derivados de actos 
relacionados con el servicio público que presta es la civil, conforme al artículo 1913 del Código Civil 
Federal. 
 
SEGUNDA SALA 
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Amparo en revisión 1131/2017. Mario Alberto Hernández de la Rosa. 30 de mayo de 2018. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y Eduardo 
Medina Mora I. Disidentes: José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: José Omar Hernández Salgado. 
 
Amparo directo 3/2018. Elvia Sifuentes Chavira y otros. 4 de julio de 2018. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y Eduardo Medina Mora I. Disidente: 
José Fernando Franco González Salas. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María 
Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.  
 
Amparo en revisión 1352/2017. Alma Isela Torres Godoy y otro. 9 de agosto de 2018. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y Eduardo Medina Mora I. 
Disidentes: José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes. 
 
Amparo directo 19/2018. Manuel Rodríguez Rodríguez, por propio derecho y en representación de 
su hija menor de edad Ana Karina Rodríguez Camargo. 9 de agosto de 2018. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y Eduardo Medina Mora I. Disidentes: 
José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretario: Eduardo Romero Tagle. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 

OCTUBRE 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018067  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de octubre de 2018 10:15 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 100/2018 (10a.)  
 
IMPEDIMENTO. LAS MANIFESTACIONES OFENSIVAS EXPRESADAS POR ALGUNA DE LAS PARTES EN 
EL JUICIO DE AMPARO CONTRA EL JUZGADOR NO CONSTITUYEN, POR REGLA GENERAL, UN 
ELEMENTO OBJETIVO DEL QUE PUEDA DERIVARSE EL RIESGO DE PÉRDIDA DE IMPARCIALIDAD A 
QUE SE REFIERE LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 51 DE LA LEY DE AMPARO. 
 
Esa disposición legal prevé que los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los 
Magistrados de Circuito, los Jueces de Distrito, así como las autoridades que conozcan de los 
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juicios de amparo deberán excusarse cuando ocurra, entre otras causas de impedimento, la 
relativa a que se encuentren en una situación diversa a las especificadas en el propio precepto, 
que implique elementos objetivos de los que pudiera derivar el riesgo de pérdida de imparcialidad. 
Ahora bien, ese supuesto normativo no se actualiza, por regla general, cuando una de las partes 
en el proceso formula manifestaciones ofensivas contra el juzgador de amparo, ya que si bien es 
cierto que se trata de expresiones que atentan contra su dignidad, también lo es que como rector 
del proceso, aquél desempeña una función pública, la jurisdiccional, que ejerce exclusivamente 
con base en el expediente que le toca resolver y en el derecho; pero sobre todo, su posición se 
debe distinguir por la templanza, así como por la moderación de las pasiones y los sentimientos, lo 
que le permite decidir el juicio ajeno a los intereses de las partes y a toda situación que altere la 
prudencia con la que debe valorar la causa sometida a su conocimiento, y es esto lo que impide 
poner en riesgo la imparcialidad que debe imperar en la administración de justicia. Esta conclusión 
no implica desconocer que las partes en el juicio de amparo deben conducirse con respeto hacia 
quienes formen parte de la relación procesal, es decir, no significa que puedan proferir ofensas, 
pues las conductas que impidan mantener el orden y exigir el respeto pueden dar lugar a la 
imposición de medidas disciplinarias, en términos del artículo 236 de la Ley de Amparo. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 401/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Quinto en 
Materia Administrativa y Quinto en Materia Civil, ambos del Tercer Circuito, Primero en Materia 
Civil del Segundo Circuito y Tercero en Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 22 de agosto de 
2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al 
resolver el impedimento 6/2015, y el diverso sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver los impedimentos 10/2015 y 11/2015. 
 
Tesis de jurisprudencia 100/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del cinco de septiembre de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de octubre de 2018 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 08 de octubre 
de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018064  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 05 de octubre de 2018 10:15 h  
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Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 104/2018 (10a.)  
 
EXENCIÓN Y NO SUJECIÓN TRIBUTARIAS. SUS DIFERENCIAS. 
 
La exención que se ha entendido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación como una 
excepción a la regla general de causación del tributo, requiere de dos normas, la que establece el 
hecho imponible, es decir, el impuesto, y la que dispone, por alguna razón, que no obstante que se 
actualice este hecho no debe pagarse el tributo, esto es, la que exenta del mismo; por lo general 
se manifiesta de forma positiva y libera de la obligación material de pago, pero en algunos casos 
subsisten otro tipo de deberes formales, por ejemplo, los informativos. En cambio, la no sujeción, 
no causación o no objeto se ha concebido como un aspecto o materia que no está inmersa en el 
hecho imponible, sino que se sitúa fuera de éste, por lo que no debe pagarse la contribución; por 
regla general, no requiere de una norma que la establezca, aunque existe la posibilidad de que ello 
sea así por razones de la materia gravable, esto es, la no sujeción se expresa, a menudo, de 
manera negativa; finalmente, no implica el cumplimiento de obligación material o formal alguna. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó en contra de 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge 
Jiménez Jiménez. 
 
Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó en contra de 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge 
Jiménez Jiménez. 
 
Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de enero 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge 
Jiménez Jiménez. 
 
Amparo en revisión 380/2018. Vicente de Jesús Peña Covarrubias. 4 de julio de 2018. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo directo en revisión 193/2017. Lan Perú, S.A. 22 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
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Tesis de jurisprudencia 104/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del diecinueve de septiembre de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de octubre de 2018 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 08 de octubre 
de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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CONFIANZA LEGÍTIMA. CONSTITUYE UNA MANIFESTACIÓN DEL DERECHO A LA SEGURIDAD 
JURÍDICA, EN SU FACETA DE INTERDICCIÓN DE LA ARBITRARIEDAD. 
 
El derecho a la seguridad jurídica, reconocido en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, tutela la prerrogativa del gobernado a no encontrarse jamás en una 
situación de incertidumbre jurídica y, en consecuencia, en un estado de indefensión; su esencia 
versa sobre la premisa consistente en "saber a qué atenerse" respecto del contenido de las leyes y 
de la propia actuación de la autoridad. Sin embargo, no debe entenderse en el sentido de que el 
orden jurídico ha de señalar de manera especial y precisa un procedimiento para regular cada una 
de las relaciones que se entablen entre las autoridades y los particulares, sino que debe contener 
los elementos mínimos para hacer valer el correlativo derecho del gobernado y para que, sobre 
este aspecto, la autoridad no incurra en arbitrariedades. De lo anterior, puede considerarse la 
confianza legítima como una manifestación del derecho a la seguridad jurídica, en su faceta de 
interdicción o prohibición de la arbitrariedad o del exceso, en virtud de la cual, en el caso de que la 
actuación de los poderes públicos haya creado en una persona interesada confianza en la 
estabilidad de sus actos, éstos no pueden modificarse de forma imprevisible e intempestiva, salvo 
el supuesto en que así lo exija el interés público. Al respecto, cabe precisar que, atendiendo a las 
características de todo Estado democrático, la confianza legítima adquiere diversos matices 
dependiendo de si se pretende invocar frente a actos administrativos o actos legislativos. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 894/2015. Aguilares, S. de P.R. de R.L. y otra. 5 de octubre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó en contra de 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 
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Amparo en revisión 670/2015. Bachoco, S.A. de C.V. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel 
Isaac Rangel Agüeros. 
 
Amparo en revisión 914/2015. Granjas Ojai, S.A. de C.V. y otra. 8 de febrero de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel 
Isaac Rangel Agüeros. 
 
Amparo en revisión 437/2017. Baseco, S.A. de C.V. 25 de octubre de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votaron con reservas José Fernando 
Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; se reservaron su derecho a formular voto 
concurrente Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek; votó en contra de consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Josefina Cortés Campos. 
 
Amparo en revisión 230/2018. Refractarios Básicos, S.A. de C.V. y otras. 20 de junio de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con reservas José Fernando 
Franco González Salas; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Eduardo Romero Tagle. 
 
Tesis de jurisprudencia 103/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del diecinueve de septiembre de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de octubre de 2018 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 08 de octubre 
de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 


